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DE JESÚS RIVERA, JANE 
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LEGAL DE GANANCIALES 
COMPUESTA POR LUIS A. 
DE JESÚS RIVERA Y JANE 

DOE, JOHN DOE Y 
RICHARD DOE; SEGUROS 

ACME, INC., SEGUROS 
ABC, INC. 

 
Peticionaria 

 
KLCE202100191 

CERTIORARI 
procedente del 
Tribunal de Primera 
Instancia, Sala 
Superior de San Juan 
 
 
 
 
 
Caso Núm.:  
SJ2020CV05571 
 

 
 
 
 
Sobre: Daños y 
perjuicios. 

 

Panel integrado por su presidenta la Jueza Domínguez Irizarry, el 
Juez Vázquez Santisteban y la Jueza Álvarez Esnard. 
 

Álvarez Esnard, jueza ponente.  
 

 

RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 7 de abril de 2021. 

Comparece ante nos la parte peticionaria, Unión 

Independiente Auténtica de Empleados la Autoridad de Acueductos 

y Alcantarillados y su presidente interino, el señor Luis De Jesús 

Rivera, (“UIA” o “Peticionaria”) mediante Petición de Certiorari 

presentada el 22 de febrero de 2021, en la que solicita que 

revoquemos Resolución emitida el 25 de enero de 2021, por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan, en virtud de la 

cual declaró No Ha Lugar Moción de Desestimación por Falta de 

Jurisdicción sobre la Materia.  

Por los fundamentos expuestos a continuación, DENEGAMOS 

la expedición del auto solicitado. 

I. 

El 14 de octubre de 2020, José Cruz Pizarro (“Recurrido”) 

presentó Demanda sobre daños y perjuicios en contra de la 
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Peticionaria. Posteriormente, el 4 de noviembre de 2020, el 

Recurrido presentó Demanda Enmendada.  

Conforme a las alegaciones contenidas en la Demanda y la 

Demanda Enmendada, el Recurrido era empleado de la Autoridad 

de Acueductos y Alcantarillados (“AAA”), y unionado de la UIA. No 

obstante, el Recurrido fue despedido por la AAA, por lo que incoó 

una reclamación en su contra. La UIA representó al Recurrido en el 

proceso de arbitraje laboral en contra de la AAA. Como parte de su 

gestión de representación sindical, la UIA procuró una estipulación 

en el proceso.  

Consecuentemente, el 23 de octubre de 2018, el Recurrido fue 

citado por la UIA y aceptó la estipulación notificada al estampar su 

firma. No obstante, el Recurrido alegó haber advenido en 

conocimiento de la reducción en la pensión al recibo del primer pago 

el 20 de abril de 2020.  En cuanto a este particular, arguyó que la 

estipulación no incluía el pago al sistema de retiro, por lo que la 

pensión es sustancialmente menor a lo esperado. Según el 

Recurrido, esta información no le fue notificada por la UIA. 

Así las cosas, el Recurrido alegó que la UIA fue negligente en 

su representación, al no haberle informado y orientado debidamente 

sobre el alcance y las consecuencias de la estipulación. Por 

consiguiente, el Recurrido solicitó indemnización por los daños 

ocasionados como resultado de la representación negligente provista 

por la UIA, entiéndase las angustias sufridas y la pensión dejada de 

percibir.  

Por su parte, el 14 de diciembre de 2020, la UIA presentó 

Moción de Desestimación por Falta de Jurisdicción sobre la Materia. 

En síntesis, arguyó que el Tribunal de Primera Instancia no tenía 

jurisdicción sobre la materia de la Demanda Enmendada, por la 

Junta de Relaciones del Trabajo (“JRT”) poseer jurisdicción primaria 

exclusiva para atender y dilucidar este tipo de controversia. La 
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Peticionaria argumentó que la alegación del Recurrido sobre 

incumplimiento con su deber de debida representación era una 

violación a los términos de un convenio colectivo y, por tanto, una 

práctica ilícita cubierta por la Ley de Relaciones del Trabajo de 

Puerto Rico, Ley Núm. 130 de 8 de mayo de 1945, según enmendada, 

29 LPRA sec. 62 et seq. (“Ley Núm. 130-1945” O “Ley de Relaciones 

del Trabajo”). {Ap. 5-13} Con relación a este particular, el 19 de 

enero de 2021, el Recurrido presentó Moción en oposición a 

desestimación: Jurisdicción sobre la materia y arguyó que la acción 

de epígrafe es una acción de daños, no de práctica ilícita. {Ap. 14-

17} El 25 de enero de 2021, el foro de instancia declaró No Ha Lugar 

la solicitud de desestimación. {Ap. 18}  

Inconforme, la Peticionaria acude ante este Foro mediante el 

siguiente señalamiento de error: 

Erró en derecho el Honorable Tribunal de Primera 

Instancia al declarar NO HA LUGAR la moción de 
desestimación, por falta de jurisdicción sobre la 
materia, presentada por la Unión recurrente.  

 

Así las cosas, el 15 de marzo de 2021, el Recurrido presentó 

Oposición a Petición de Certiorari. Con el beneficio de la 

comparecencia de ambas partes, pasamos a exponer el derecho 

aplicable.  

II. 

A. Recurso de Certiorari 

“[U]na resolución u orden interlocutoria, distinto a una 

sentencia, es revisable mediante certiorari ante el Tribunal de 

Apelaciones”. JMG Investment v. ELA et al., 203 DPR 708, 718 

(2019). “El recurso de certiorari es un vehículo procesal discrecional 

que permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar las 

determinaciones de un foro inferior”. 800 Ponce de León v. AIG, 2020 

TSPR 104, 205 DPR __, pág. 2 (2020)(Cita omitida).  
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La Regla 52.1 de Procedimiento Civil establece que el recurso 

de certiorari solo se expedirá cuando se recurra de: (1) una 

resolución u orden sobre remedios provisionales o injunction o (2) 

la denegatoria de una moción de carácter dispositivo. 32 LPRA Ap. 

V, R. 52.1. Por excepción, se puede recurrir también de (1) 

decisiones sobre la admisibilidad de testigos o peritos; (2) asuntos 

de privilegios; (3) anotaciones de rebeldía; (4) en casos de relaciones 

de familia,  o (4) en casos que revistan interés público. Íd. De igual 

manera,  puede revisarse “cualquier otra situación en la cual esperar 

a la apelación constituiría un fracaso irremediable de la justicia”. Íd.  

Los límites a la facultad revisora del foro apelativo tienen como 

propósito evitar la dilación que causaría la revisión judicial de 

controversias que pueden esperar a ser planteadas a través del 

recurso de apelación. Véase Scotiabank v. ZAF Corp. et al., 202 DPR 

478, 486-487 (2019). 

No obstante, la discreción del tribunal apelativo en este 

aspecto no opera en un vacío ni sin parámetros. Véase Mun. de 

Caguas v. JRO Construction, 201 DPR 703, 712 (2019). La Regla 40 

del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 

40, señala los criterios que se deben tomar en consideración al 

evaluar si procede expedir un auto de certiorari. Estos criterios son: 

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, 

son contrarios a derecho. 
(B) Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema.       

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error 
craso y manifiesto en la apreciación de la 

prueba por el Tribunal de Primera Instancia.   
(D) Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los 

cuales deberán ser elevados, o de alegatos más 
elaborados. 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se 

presenta el caso es la más propicia para su 
consideración.  

(F) Si la expedición del auto o de la orden de 
mostrar causa no causan un fraccionamiento 
indebido del pleito y una dilación indeseable en 

la solución final del litigio. 
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(G) Si la expedición del auto o de la orden de 
mostrar causa evita un fracaso de la 

justicia.      
 

El Tribunal Supremo ha expresado que la discreción es “una 

forma de razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para 

llegar a una conclusión justiciera”. Mun. de Caguas v. JRO 

Construction, supra, págs. 712-713 (Cita omitida).  

El foro apelativo debe ejercer su facultad revisora solamente en 

aquellos casos que se demuestre que el dictamen emitido por el foro 

de instancia es arbitrario o constituye un exceso de 

discreción. Véase Meléndez v. Caribbean Int’l. News, 151 DPR 649, 

664 (2000). 

B. Jurisdicción Primaria Exclusiva 

Nuestra Constitución establece que la Rama Judicial está 

compuesta por tribunales en un “sistema judicial unificado en lo 

concerniente a jurisdicción, funcionamiento y administración”. Art. 

V, Sec. 2, Const. ELA, LPRA, Tomo 1. “La jurisdicción es el poder o 

la autoridad que posee un tribunal o un organismo administrativo 

para considerar y decidir los casos que se someten ante su 

consideración”. DACo v. AFSCME, 185 DPR 1, 12 (2012)(Cita 

omitida)(Énfasis suprimido). No obstante, cuando se les delegan 

funciones a agencias administrativas, puede haber duda con 

respecto a qué foro tiene jurisdicción primaria. Véase Rodríguez 

Rivera v. De León Otano, 191 DPR 700, 709 (2014). “En esos casos, 

para determinar qué foro tiene jurisdicción original hemos utilizado 

la doctrina de jurisdicción primaria”. Íd. (Cita omitida). 

Esta doctrina tiene dos vertientes: la jurisdicción 
primaria exclusiva y la jurisdicción primaria 

concurrente. La jurisdicción primaria exclusiva (o 
jurisdicción estatutaria) ocurre cuando la Asamblea 
Legislativa, por medio de un estatuto, confiere 

jurisdicción exclusiva a un organismo administrativo. 
En ese caso, la jurisdicción exclusiva conferida al 

organismo no admite ningún otro medio de solución, 
ajuste o prevención. No se trata de una jurisdicción 
compartida o concurrente. Es por el contrario, una 

jurisdicción sobre la materia que el legislador ha 
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depositado en el ámbito jurisdiccional de la agencia de 
forma exclusiva. Como resultado, los tribunales quedan 

excluidos de intervenir en primera instancia en las 
materias o los asuntos sobre los cuales se le ha 

conferido la jurisdicción exclusiva a una agencia. Íd. 
(Citas, comillas y elipsis omitidos). 

 

A tenor con lo anterior, para determinar si estamos ante una 

materia de jurisdicción primaria exclusiva de la agencia 

administrativa, debemos acudir al estatuto habilitador. De ser ese 

el caso, el Tribunal está impedido de atender el caso en primera 

instancia.  

C. Jurisdicción de la JRT 

Mediante la Ley de Relaciones del Trabajo, la Legislatura creó la 

JRT y le otorgó, entre otras, la facultad de prevenir y evitar prácticas 

ilícitas en las relaciones de trabajo. 29 LPRA sec. 64, 68(a). 

Conforme a lo dispuesto en el referido estatuto, “[e]sta facultad será 

exclusiva y no la afectará ningún otro medio de ajuste o prevención”. 

29 LPRA sec. 68(a)(Énfasis suplido). 

A tenor con lo anterior, la Ley de Relaciones del Trabajo define 

las prácticas ilícitas, tanto para los patronos como para las 

organizaciones sindicales. 29 LPRA sec. 29. Específicamente, en 

cuanto a las organizaciones obreras, la ley dispone:  

Será práctica ilícita de trabajo el que una organización 
obrera, actuando individualmente o concertadamente 
con otros: (a) Viole los términos de un convenio colectivo, 

incluyendo un acuerdo en el que se comprometa a 
aceptar un laudo de arbitraje, esté o no dicho acuerdo 

incluido en los términos de un convenio colectivo; . . . 
(b) Excluya o suspenda injustificadamente de la 
matrícula de una organización obrera a cualquier 
empleado en una unidad de negociación colectiva y en 
cuya representación la organización obrera haya 

firmado un convenio de afiliación total, o de 
mantenimiento de matrícula de la unión. . . . 29 LPRA 
sec. 69 (Énfasis suplido). 

 
III. 

 

Expuesto el marco jurídico, pasamos a resolver. En apretada 

síntesis, la UIA arguye que la acción del Recurrido es sobre el 

incumplimiento del convenio colectivo, específicamente en cuanto al 
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deber de justa representación. No obstante, luego de haber 

examinado el expediente del caso de autos, se desprende que el 

Recurrido reclama daños por la negligencia de la Peticionaria en el 

desempeño de su deber de representación. Es decir, no le reclama 

una práctica ilícita o violación al convenio colectivo.1 Por tanto, no 

estamos ante materia de la jurisdicción primaria exclusiva de la 

JRT.  

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, DENEGAMOS la 

expedición del auto solicitado. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
1 Cabe destacar que, en caso de una concurrencia de causas de acción por 

negligencia o incumplimiento contractual, la parte perjudicada puede optar por 

cualquiera de ellas. Véase Maderas Tratadas v. Sun Alliance et al., 185 DPR 880, 

910–911 (2012). 


